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“A primeros de abril el BCE señala-
ba como uno de los problemas que
ha de solucionar nuestro país para
afianzar la salida de la crisis el
exceso de ‘jurisdiccionalización’ de
los conflictos de carácter económi-
co; recomendando impulsar con
decisión los sistemas de solución

no jurisdiccional”, apuntaba en su
intervención José Manuel García
Collantes, presidente del Consejo
General del Notariado

“En el mismo sentido –prose-
guía el máximo representante del
colectivo notarial– se pronunció el
Fondo Monetario Internacional en

su informe Jobs and Growth: Sup-
porting the European Recover, en el
que dirigía a nuestro país idéntica
recomendación”.

Para Collantes, el método más
idóneo para dirimir litigios estatuta-
rios es el arbitraje por “el potente
entramado de Cortes Arbitrales exis-

De izquierda a derecha: Pablo Poza, secretario general de la Corte Española de Arbitraje, y José Manuel García Collantes, presidente del Consejo
General del Notariado en el acto de clausura.

El pasado 10 de abril tuvo lugar la jornada “Arbitraje societario: nuevas sentencias”, organizada
por el Consejo Superior de Cámaras de Comercio, el Consejo General del Notariado y la Corte de

Arbitraje de la Fundación Signum, creada por el Colegio Notarial de Madrid. Las amenazas al arbi-
traje societario; la formalización e inscripción del laudo, y cuestiones relativas al arbitraje estatuta-
rio fueron los temas abordados en las conferencias y mesa redonda de la jornada, que concluyó
con un debate abierto con los asistentes. JOSÉ M. CARRASCOSA

Arbitraje Societario:
proyección de futuro
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tente, que garantizan la mejor
selección de los árbitros; la eficien-
te administración de los procedi-
mientos y el adecuado control de
calidad de los laudos –como prue-
ba el escaso número de recursos
de nulidad interpuestos y su redu-
cida estimación judicial–”. 

Por su parte, Pablo Poza, secre-
tario general de la Corte Española
de Arbitraje resaltó la “tradición his-
tórica” de esta figura jurídica, “que
se remonta al siglo XIX y nuestro
primer Código de Comercio”. Poza
destacó la difusión e impulso del
arbitraje societario que se realiza
desde el Consejo General de
Cámaras de Comercio; sobre todo
“a raíz de las leyes de arbitraje de
2003 y 2011”.

En su intervención Formaliza-
ción e inscripción del laudo, el nota-
rio Rodrigo Tena hizo hincapié en
las ventajas que aporta la protocoli-
zación notarial de la sentencia arbi-
tral, que permite la presentación e
inscripción telemática en el Regis-
tro Mercantil. “Es muy aconsejable
desde el punto de vista jurídico; al
mismo tiempo que por razones de
índole práctica, sobre todo a la hora
de proceder a la cancelación de los
asientos. Un árbitro no genera
documentos públicos, no tiene el
mismo valor una sentencia que un
laudo. Fuera de España no existen
Registros Mercantiles, por lo que
no se exige la protocolización”,
señaló el fedatario.

Sobre la cancelación del laudo y
los asientos relacionados con el
arbitraje, Tena señaló que debe “ser
competencia del árbitro, no del
registrador; aunque la doctrina de
la Dirección General de los Regis-
tros y del Notariado ha dictado sen-
tencias contradictorias en este pun-
to. La nulidad en el ámbito societa-
rio no debe ser decidida por el
registrador; eso sí, para determinar
la nulidad de los acuerdos el árbitro
tiene que estar al tanto de la situa-
ción registral exacta del laudo. El
origen del problema es que se tras-
ladan mecanismos de calificación
del Registro de la Propiedad al
Registro Mercantil, cuando son
muy diferentes ”. 

Nuevo Código Mercantil. Amena-
zas al arbitraje societario fue el título
de la ponencia de Ernesto Benito,
director del departamento procesal

y arbitraje en PWC, quien expuso su
deseo de que el futuro Código Mer-
cantil y de Comercio “pueda clarifi-
car y dar estabilidad a la regulación
del arbitraje societario. El nuevo
Código Mercantil no amenaza al
arbitraje, siempre que vele por su
transparencia, sobre todo en el sis-
tema de designación de árbitros y
en la publicación de los laudos”. El
nuevo texto legal contempla que
solo las sociedades de capital pue-
den acogerse a convenios arbitrales,
excluyendo a las empresas cotiza-
das en bolsa; exclusión que “debe-
ría meditarse en la tramitación parla-
mentaria del nuevo Código”, señaló
el letrado de PWC. 

El FMI y el BCE 
han recomendado
recientemente 
la adopción 
de sistemas
extrajudiciales 
de resolución de
litigios en nuestro
país en el ámbito
mercantil

Mesa redonda Cuestiones relativas al arbitraje societario. De izquierda a derecha: Enrique
Robles, notario; Francisco Armas, notario; José Fernando Merino, árbitro; Francisco Gabriel
Prol, abogado; y Santiago Hurtado, socio y director de práctica procesal y concursal de Deloitte
Abogados.

Un poco 
de historia

En un reciente informe, el Club Es-
pañol de Arbitraje realiza un repa-

so histórico por la regulación del arbi-
traje en nuestro país hasta la última
reforma de 2011. “El Código de
Comercio de 1829 imponía que todas
las disputas entre socios y socieda-
des mercantiles debían obligatoria-
mente resolverse a través del arbitra-
je. La situación cambió con el Código
de 1885, que abandonó esta imposi-
ción. La promulgación de la primera
Ley de Sociedades Anónimas de 1951
puso en duda por primera vez la vali-
dez del arbitraje estatutario al crear
un procedimiento judicial especial
para la impugnación de acuerdos
sociales; a partir de 1958, el Tribunal
Supremo entendió que creada esa
vía, el arbitraje quedaba excluido. En
1998, la jurisprudencia empezó a
apoyar tímidamente el arbitraje (sen-
tencias del alto tribunal y resolucio-
nes de la Dirección General de los
Registros y del Notariado). En 2003
se promulgó la actual Ley de Arbitra-
je, claramente a favor de este sistema
y con evidente perspectiva interna-
cional, aunque dejaba de lado el arbi-
traje societario; aspecto que sí abor-
dó la remodelación de dicha Ley en
2011. Ahora, toca esperar al nuevo
Código Mercantil y de Comercio…”
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“El arbitraje permite a los opera-
dores del tráfico mercantil mante-
ner celeridad y confidencialidad en
la resolución de conflictos. Sería
deseable dotar de mayor estabili-
dad a nuestro sistema arbitral con
el fin de evitar cualquier tipo de
inseguridad jurídica en un ámbito
cambiante”, apuntó Benito.

En este punto coincidía el árbi-
tro José Fernando Merino, modera-
dor de la mesa redonda Cuestiones
relativas al arbitraje societario. “El
hecho de que las sociedades coti-
zadas sean apartadas del arbitraje
puede suponer que perdamos el
tren de esta figura jurídica, que tiene
un porvenir enorme en una socie-
dad globalizada como la actual”. El
Código de Comercio futuro debe
–según Merino– solventar las
dudas e incertidumbres que plan-
tea la Ley de Arbitraje de 2011 en
puntos como “la adopción de arbi-
traje administrado ad hoc, ¿qué
ocurre en el momento de presen-
tarse la demanda arbitral?, ¿se
deposita en el libro de registro para
que las demás partes puedan inter-
venir?, o despejar la incertidumbre
de ‘unanimidad o mayoría’ en las
partes que presentan el recurso”.

En su exposición, el árbitro hizo
gala de sus conocimientos de
Derecho Comparado en materia de

arbitraje. “En el mundo anglosajón
–que son los que más experiencia
tienen en el arbitraje– no hay distin-
ción entre tipo de sociedad ni de
conflicto; Francia se ha unido tam-
bién a esta corriente más ágil y
práctica. Por el contrario, en Ale-
mania e Italia –a las que España se
quiere unir– se establece que en las
grandes sociedades no se puede
plantear el convenio arbitral y ade-
más exigen la unanimidad debido a
que puede haber conflicto con los
consumidores.”

Costes. Merino también apuntó
criterios económicos para optar por
esta solución como alternativa a la
judicial: “un arbitraje sabes lo que

te cuesta; un pleito, no”; aunque
apuntó que deberían plantearse
mecanismos de compensación
para que las pymes pudieran acce-
der a este mecanismo de justicia
alternativa; y señaló que optar por
el arbitraje, no supone “ninguna
merma de la tutela judicial”. 

El notario Enrique Robles,
miembro de la Corte Arbitral de la
Cámara de Valencia, calificó de
“nociva” la proliferación de Cortes
Arbitrales existentes, ya que “hay
demasiados reglamentos y debe-
mos lograr uniformidad en los
aspectos procedimentales”. Robles
también hizo hincapié en la proce-
dencia anglosajona del arbitraje,
difícil de encajar “en un país con
tradición jurídica latina”; y manifes-
tó que su principal valor reside en
que “siempre prepondera la auto-
nomía de la voluntad de las partes”.

Francisco Armas, notario e inte-
grante del Tribunal Arbitral de Bar-
celona, demandó al legislador
“mayor estabilidad que permita una
proyección de futuro”. Para Armas,
“optar por el arbitraje no significa
renunciar a la jurisdicción ordinaria
ni evitar la tutela judicial efectiva”.

El abogado Francisco Gabriel
Prol recordó que la Constitución de
1812 ya recogía la posibilidad de
acogerse a los dictámenes de los
jueces árbitros. Prol se mostró con-
trario a la unanimidad obligatoria de
los socios a la hora de adoptar un
arbitraje, algo innecesario ya que
“al ser socio aceptas el poder vin-
culante de la mayoría, por eso no
procede que la decisión arbitral sea
del 100 por ciento de los miembros
de la sociedad”.

Por último, Santiago Hurtado,
socio director de la práctica de pro-
cesal y concursal de Deloitte Aboga-
dos, destacó el apoyo de la Admi-
nistración de Justicia a este tipo de
soluciones dotándolas de “equiva-
lencia jurisdiccional con el juzgado”.
Hurtado apuntó que el arbitraje
societario es “muy beneficioso para
las empresas y los nuevos operado-
res a la hora de implantar políticas
de buen gobierno corporativo”. �
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De izquierda a derecha: Ernesto Benito, socio director del departamento procesal y arbitraje en
PWC; Pablo Poza, secretario general de la Corte Española de Arbitraje, Consejo Superior de
Cámaras; y Rodrigo Tena, notario, durante el acto de inauguración.

La figura del arbitraje
se remonta 
en nuestro país 
al siglo XIX. 
La Constitución 
de 1812 o el primer
Código de Comercio
ya aluden a los
‘jueces-árbitros’


